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				Presentación

				En este libro se exponen los principales resultados del proyecto de investigación “Implicaciones estructurales de la liberalización en la agricultura y el desarrollo rural en México”, cuyo objetivo es contribuir al conocimiento de los procesos de cambio estructural en la agricultura y en las economías rurales de los países en desarrollo. El proyecto se llevó a cabo en el marco del programa Rural Struc, el cual es producto de una iniciativa conjunta entre el Banco Mundial, la Cooperación Francesa y el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola (FIDA), para lo cual se estableció un convenio de colaboración con la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, Sede México (Flacso México).[1]

				El programa Rural Struc tiene una perspectiva comparativa que agrupa siete países —México, Nicaragua, Marruecos, Senegal, Mali, Kenia y Madagascar— que se encuentran en etapas diferentes del proceso de transformación estructural e integración económica. Los estudios de caso por país son resultado del trabajo de equipos de expertos e investigadores nacionales, el cual fue realizado en dos etapas: la primera, sobre la situación general de cada país (2006-2007),[2] y la segunda, sobre estudios de casos regionales (2008-2010), cuyos resultados para México se presentan en este libro.

				Se trata de comparar países que se encuentran en distintas etapas en la fase de liberalización e integración económica, no en función de diferentes variables o resultados país por país, sino alrededor de los distintos procesos, para conocer qué lecciones se desprenden de las experiencias de cada nación con la liberalización, cuáles son los elementos fundamentales y los vínculos relevantes, y de qué forma inciden estos elementos en la configuración general del sector agrícola y de las economías rurales, teniendo en cuenta el reto de la transición demográfica y económica.

				Es importante señalar que el estudio estuvo dirigido principalmente al sector agrícola, puesto que éste es la base económica de la mayoría de los países considerados, donde la proporción de la población adscrita tanto al medio rural como a las actividades agropecuarias es predominante.[3] Esta situación no es la de México, pero su inclusión se llevó a cabo para tener un ejemplo como telón de fondo que permitiera observar los procesos estudiados en una etapa avanzada. 

				La selección de México se justifica porque representa un caso único, en tanto se trata de un país emergente, miembro de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), que inició una integración económica con países industrializados (el Tratado de Libre Comercio de América del Norte [TLCAN] se puso en marcha hace más de quince años) y ha experimentado importantes cambios como consecuencia de la liberalización.

				La investigación estuvo basada en un trabajo de campo cualitativo, realizado en las diferentes zonas de estudio, el cual resume el conocimiento y la experiencia de los investigadores encargados y la información proporcionada por las entrevistas en profundidad de informantes claves. Esta información cualitativa fue complementada con los resultados de una encuesta socioeconómica aplicada a hogares rurales en tres regiones de México con distintos tipos de productores agrícolas: Tequisquiapan (Querétaro), Ixmiquilpan (Hidalgo) y Sotavento (Veracruz).

				La dirección y la coordinación del estudio en México estuvo a cargo de Fernando Saavedra (Flacso México) y Fernando Rello (UNAM). El equipo de investigadores estuvo integrado por Virginie Brun, Christián Muñoz, Eric Leonard, Rafael Palma y Héctor Robles. Queremos agradecer el apoyo y sugerencias siempre oportunas del Dr. Bruno Loch, director responsable de todo el proyecto Rural Struc, así como a Claudio González, quien se encargó del tratamiento de la información de la encuesta y elaboración de los innumerables cuadros y gráficas.

				El libro consta de una introducción, cuatro capítulos y las conclusiones. En la introducción se plantea el enfoque analítico que orienta el estudio, así como algunos resultados de la investigación que demuestran que el ámbito rural es cada vez menos agrícola. En el capítulo I, en perspectiva histórica, se resume la problemática rural en México, mientras que en los tres siguientes se describe cada una de las regiones de estudio en las que fueron realizadas las encuestas a hogares rurales y se detalla el análisis de los resultados. El orden de exposición sigue un lineamiento similar para las tres regiones agregándose algunas conclusiones para cada caso. La obra termina con unas conclusiones generales que siguen las líneas conductoras formuladas en las hipótesis planteadas.

				
					
						[1]	La Cooperación Francesa corresponde a la Agencia Francesa de Desarrollo, al Ministerio de Agricultura y Pesca, al Ministerio de Asuntos Extranjeros y al Centro de Cooperación Internacional en Investigación Agrícola para el Desarrollo. La coordinación del programa a nivel internacional estuvo a cargo del doctor Bruno Losch.

					

					
						[2]	Véase en la página web de la Flacso México (micrositio de publicaciones) el cuaderno de trabajo “Resultados de Investigación” de septiembre de 2011: <http://www.flacso.edu.mx/micrositios/documentos/index.php?option=com_content&task=view&id=84&Itemid=44>.

					

					
						[3]	Mali (69% de población rural), Senegal (50%), Kenya (80%), Madagascar (70%), Marruecos (45%), Nicaragua (44%) y México (24%). Population Referente Bureau, 2006.

					

				

			

		


		
			
				Introducción

				El presente estudio parte del supuesto de que ha ocurrido una restructuración del sistema y del mercado agroalimentario mundial, la cual se vincula a las transformaciones debidas a la liberalización, la globalización económica y la creciente urbanización, expresada ésta en el aumento de la demanda de alimentos, en los cambios en el tipo de alimentos demandados y en que cada vez más la oferta alimentaria es realizada por grandes empresas. Esto se traduce en una mayor competencia entre productores con distintos niveles de competitividad y productividad, y entre regiones y países. Por ello, una de las preguntas que orientan el estudio es saber cuáles han sido y son las implicaciones de la restructuración del sistema agroalimentario mundial en la agricultura y en el desarrollo rural en México.

				Las respuestas que se plantearon como hipótesis conductoras a tal interrogante postulan que estaría surgiendo una creciente segmentación, entendida como un proceso de diferenciación de los distintos grupos y actores económicos, en el que unos son ganadores y otros perdedores, según su posibilidad y su habilidad para adaptarse al nuevo sistema productivo necesario para satisfacer las nuevas demandas del mercado y la competitividad. Esta segmentación incluye la concentración, la marginación y la exclusión de algunos productores agrícolas, y en la misma la inserción de la agricultura en la fase de liberalización ha aumentado las desigualdades rurales. Así, la hipótesis es que la restructuración de los mercados agrícolas y agroalimentarios refuerza el proceso de diferenciación y segmentación creciente, no sólo de las explotaciones agrícolas, sino también de las estructuras de comercialización, transformación y distribución.

				El cambio propiciado por la restructuración del sistema agroalimentario implica que las explotaciones agrícolas tienen que adaptarse y, en consecuencia, las familias rurales (agrícolas y no agrícolas) deben buscar soluciones mediante nuevas estrategias que significan reconfiguraciones de los hogares. Como resultado de lo señalado, otra hipótesis es que se están produciendo tanto una creciente importancia de las actividades no agrícolas, como cambios en la composición de los ingresos según la fuente. Y, por lo tanto, los hogares agrícolas se adaptan a este nuevo contexto con estrategias que consisten en actividades emergentes y fuentes de ingresos que remodelan la fisonomía de las economías rurales. 

				Sin embargo, ¿en las diferentes regiones de México los productores agrícolas podrán adaptarse, permanecer, transformarse, o adecuarse a las inéditas y cambiantes exigencias de la competencia, especialmente cuando la agricultura tiene un peso importante en su manera de ganarse la vida y las “opciones de salida” a los problemas rurales son limitadas?, ¿cuáles son las alternativas para los agricultores que enfrentan grandes dificultades de adaptación a los cambios en los mercados?

				Ante esta situación, se planteó la hipótesis de que se pueden producir cuellos de botella recurrentes, callejones sin salida que cuestionan la transición y la adaptación de la agricultura y de los productores, los cuales se encuentran condicionados por el crecimiento demográfico y las dinámicas de los mercados laborales locales, regionales y nacionales, donde los procesos de marginalización inducidos por el movimiento del conjunto pueden desembocar en riesgos de impasse de transición en función de las alternativas existentes y de las potencialidades de empleo.

				Lo anterior constituye la perspectiva analítica de este estudio, mismo que tuvo como objetivo analizar el proceso de liberalización e integración económica y sus implicaciones para la agricultura y el sector rural en México, explorando tres aspectos derivados de las preguntas e hipótesis mencionadas: la concentración y la diferenciación de las estructuras de producción y comercialización nacionales que surgen como consecuencia de los nuevos mercados agroalimentarios mundiales y de la competencia internacional; los riesgos de bloqueo de la transición económica ligados a la debilidad de las alternativas, dentro y fuera del sector agrícola, y la recomposición de las economías rurales y el desarrollo de sistemas basados en la pluriactividad y en la multilocalización.

				Habría que destacar que México está al final de dos transiciones fundamentales: la económica, pues el nuestro se ha convertido en un país urbano, con cerca de 76.8% de la población residiendo en ciudades; y la demográfica, en la cual, pese a que la tasa de crecimiento de la población es alrededor de 1.4% anual, la inercia demográfica hará que se agreguen cerca de 25 millones de habitantes en los próximos 25 años, con la consecuente y creciente presión para el mercado laboral. Asimismo, el hecho de que una elevada proporción de la población rural viva en condiciones de pobreza creará tensiones sociales, y la migración, que hasta ahora ha funcionado como válvula de escape, podría dificultarse en el futuro, agravando estas tensiones. 

				El enfoque de este estudio es regional, y una primera justificación de esta elección es conceptual. En la realidad, los cambios de la sociedad rural ocurren en espacios geográficos específicos, donde concurren la población, los recursos naturales, la infraestructura física y las instituciones, entre otros factores. Los enfoques modernos sobre el desarrollo económico y social destacan la importancia de la geografía, y de las regiones, territorios y contextos espaciales particulares. Desde varias posiciones teóricas, diversos autores y distintas instituciones han insistido en la necesidad de incluir la dimensión regional en los estudios sociales.

				Existe una vieja tradición de análisis del espacio económico y de la localización geográfica de las actividades económicas (Christaller, 1960; Losch, 1944) que ha nutrido una línea de investigación que trata de dar cuenta de los aspectos regionales de la globalización (Asuad, 2001). Desde la teoría económica y el crecimiento económico, ha sido P. Krugman (1992) quien ha tratado de mostrar la relevancia que tiene la geografía para el análisis económico. Y, recientemente, el Banco Mundial publicó su Informe sobre Desarrollo Mundial 2009, intitulado Reshaping Economic Geography, con la finalidad de mostrar la gran importancia que desempeña el análisis geográfico y la dimensión regional en el estudio de los problemas del desarrollo económico.

				La patente dificultad de expandir a las regiones atrasadas los beneficios del crecimiento económico, y la insatisfacción con los resultados de programas tradicionales de desarrollo rural, ha llevado a investigadores e instituciones especializados a proponer un enfoque cuya base es la coordinación de los actores regionales en la construcción de proyectos de desarrollo que incluyen la agricultura y las actividades urbanas presentes en el territorio (Schejtman y Berdegué, 2004; IICA, Banco Mundial, 2005). El enfoque territorial ha sido llevado a la práctica por la Comunidad Europea mediante el Programa Leader, una exitosa acción orientada a facilitar el desarrollo rural, ayudando a los agentes a considerar y explotar las potencialidades de sus territorios.[1]

				La evolución económica mundial, en particular a partir de la globalización, se caracteriza por un crecimiento sin paralelo de las ciudades, por un aumento notable de la movilidad espacial de las personas, y por una intensa integración de las regiones. El rasgo esencial del crecimiento económico a escala mundial es la concentración de la producción global en ciertas regiones privilegiadas. Éstas poseen ventajas comparativas asociadas con su situación geográfica, con su cercanía a puertos, a infraestructura y vías de comunicación, y a grandes urbes que proporcionan trabajadores calificados, demanda efectiva y servicios financieros. Es el caso de varias concentraciones urbanas como Tokio, la Ciudad de México o Shangai. Es natural que fluyan hacia ellas no sólo el capital, ávido de buenas ganancias, sino también, y de manera creciente, masas de trabajadores provenientes de regiones rurales pobres, quienes migran buscando mejorar sus condiciones de vida. Esta dimensión de la concentración económica se toma en una de nuestras hipótesis, la cual sostiene que la liberalización aumenta las desigualdades regionales en México.

				En su Informe sobre Desarrollo Mundial 2009, el Banco Mundial argumenta que la concentración regional de la actividad económica es inevitable y que la política de los Estados no debería consistir en resistir esa tendencia, sino en articular a regiones y poblaciones atrasadas con regiones en crecimiento y expansión, facilitando su integración mediante inversión en infraestructura y vías de comunicación. En otras palabras, si nos proponemos que además de la concentración exista una tendencia hacia la convergencia en los niveles de vida, entonces el análisis regional y la política regional deberían tener un papel relevante en la política de los Estados.

				En el análisis regional, el tema de las escalas espaciales es importante. Por ello partimos de la idea de que la escala mundial o internacional es básica, puesto que ejerce una influencia decisiva sobre las de carácter nacional, regional y local. De aquí que las hipótesis de trabajo de este estudio partan de la liberalización económica y sus impactos. Sin embargo, estas influencias provenientes de la globalidad están mediadas por las condiciones y las circunstancias existentes en las regiones y las localidades, de manera que su expresión y sus resultados son diferentes en los diversos niveles espaciales. En este sentido, lo espacial está referido a regiones conformadas por territorios donde se cristalizan numerosas determinaciones en contextos socioespaciales específicos.

				Otra justificación del enfoque regional, sin pretender que éstas sean homogéneas desde alguna dimensión particular, es que la gran diversidad de la realidad rural mexicana hace que sus cambios se capten con mayor profundidad mediante una mirada regional, pues ellos toman forma en espacios geográficos determinados. No obstante, nuestro punto de partida es una visión nacional de la evolución de la agricultura y de la sociedad rural mexicana, basada en información secundaria, la cual se presenta de manera resumida en el capítulo I, cuya fuente es otra publicación ya mencionada.[2] Partiendo de esta visión, hemos seleccionado tres regiones de estudio para investigar cómo en estos espacios geográficos han ocurrido los cambios observados en la realidad nacional y qué especificidades revisten cuando ocurren en espacios que tienen características distintas en cuanto a recursos naturales, infraestructura, población y cercanía a centros urbanos y polos de crecimiento económico.[3]

				México tiene grandes diferencias geográfico-físicas (relieve, carácter continental o costero, clima, vegetación, etcétera) que han influido en la ocupación, organización y poblamiento de su territorio. A grandes rasgos, se pueden distinguir una gran región árida y semiárida en el norte, con una ocupación tardía impulsada cuando se contaba con los avances técnicos para hacerla productiva; la zona centro, con un predominio del eje neovolcánico que favorece la presencia de valles y gran variedad climática, propiciando su ocupación y su poblamiento desde hace más de diez siglos, y el sur y sureste, ricos en recursos hídricos, con climas tropicales y asiento de numerosas poblaciones indígenas hasta la actualidad.

				Por otra parte, a mediados de la década de 1980, hubo cambios de singular importancia en México: se reorientó el crecimiento hacia los mercados externos, abriendo la economía mediante una política comercial que abatió las restricciones arancelarias en poco tiempo; se instrumentó la apertura a la inversión extranjera directa; se redujo la participación del Estado en la economía a través de un amplio proceso de privatización —que continúa hasta nuestros días—, y se procedió a la desregulación de importantes sectores económicos. Todo este paquete de acciones ha tenido consecuencias diferenciadas en el interior del país; como parte de éstas, el aumento de las desigualdades entre las entidades del norte y el sureste mexicano es patente, acaso con la excepción de los estados petroleros (Tabasco y Campeche).

				El proceso de desarrollo económico registrado implicó que estas diferencias se tradujeran en desigualdad entre las regiones que conforman el país. Con esta base, se consideró pertinente que elegir las zonas para el estudio propuesto tanto de regiones más desarrolladas, como de las de menor desarrollo, llevaría a resultados que de cierta manera afirmarían o incluso comprobarían las hipótesis planteadas. Por esa razón, y otras de logística para el trabajo de campo, fue seleccionada la región centro, donde se concentra casi un tercio de la población total del país y donde la concentración urbana se combina con una dispersión de la población rural, la cual tiene actividades en el sector agrícola pero también diversifica sus actividades en diferentes sectores. Esto permite observar tanto el creciente predominio de población urbana, como la conservación de actividades agrícolas y una ruralidad en transición cada vez más desligada de las actividades productivas agrícolas.

				De esta manera se eligieron en primera instancia los estados de Querétaro, Hidalgo y Veracruz, en los cuales existe representación de casi todas las formas de producción, y de la mayor parte de todos los tipos de productores agrícolas y el predominio de algunos de éstos en las diferentes partes que las conforman. El estado de Querétaro se considera más desarrollado e integrado al mercado, presenta un grado medio de marginación y ocupa el lugar 16 en el contexto nacional, con un alto Índice de Desarrollo Humano (IDH) y un PIB per cápita anual en dólares ajustados de 9562 para el año 2000 (Conapo, 2002). Se escogió la región de Tequisquiapan, la cual contiene un núcleo de desarrollo industrial que permite analizar su influencia sobre su hinterland rural.

				Hidalgo es un estado de menor desarrollo, con la mitad del PIB per cápita de Querétaro y con un alto grado de marginación y pobreza. Fue seleccionada la región de Ixmiquilpan como ejemplo de región rural pobre en recursos naturales, pero con fuertes lazos con los mercados de trabajo de ciudades en expansión y con un fenómeno migratorio relativamente consolidado hacia los Estados Unidos.

				El estado de Veracruz presenta una situación intermedia en cuanto a niveles de desarrollo, con un grado de marginación media, con un IDH medio alto y con un PIB similar al de Hidalgo. Ahí se seleccionaron dos regiones campesinas que forman parte del llamado Sotavento, las cuales mantienen débiles lazos con ciudades y regiones en expansión y giran en torno a la actividad agrícola (véase el mapa 1).
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				Mapa 1. Las entidades federativas seleccionadas: Querétaro, Hidalgo y Veracruz

				Fuente: elaboración propia con base en datos del INEGI.

				Los resultados del estudio señalan que el sector agropecuario de los Valles Centrales del estado de Querétaro ha experimentado profundas transformaciones en su estructura y en su dinámica en los últimos veinte años. La sociedad y la economía del estado, especialmente la de los Valles Centrales, han adquirido un perfil netamente industrial y urbano, en tanto la agricultura, otra fuente generadora de valor y empleo, ha perdido peso en la economía regional. Como derivación de este proceso —industrialización y urbanización—, el peso de las actividades agropecuarias ha retrocedido de manera constante y la agricultura ha dejado de ser el principal motor de crecimiento, papel que ahora ostentan la industria, el comercio y los servicios —en ese orden de importancia—, lo que explica la pérdida relativa del sector agropecuario en el PIB estatal. El crecimiento de la industria manufacturera y de la agroindustria ha representado un mercado laboral de creciente importancia para los hogares rurales en el cual éstos han encontrado empleos de mayor remuneración. El ingreso devengado por obreros miembros de familias rurales es, de acuerdo con nuestra encuesta, su principal fuente de ingresos.

				En el caso del Sotavento, Veracruz, entre 1990 y 2000, la información señala un fuerte aumento del proletariado rural (asalariados), puesto que los ejidatarios y pequeños propietarios que declaran laborar por su cuenta, sufren una disminución importante tanto en el conjunto sotaventino como en el total estatal, mientras que aquellos que declaran como primera actividad el trabajo asalariado o el familiar sin salario sufren un incremento mayor. Sin embargo, el Sotavento es una región típicamente campesina, donde la mayor parte de los hogares encuestados cuenta con tierra, la agricultura conserva su carácter de actividad principal y dinamizadora de la región, y donde los hogares de los minifundistas compensan su bajo capital natural con una activa participación en los mercados de trabajo rurales, en los que se desempeñan como jornaleros.

				Los resultados de la encuesta apuntan hacia la permanencia de la pobreza estructural en el medio rural del Sotavento veracruzano, a una incidencia aún marginal de las nuevas formas de movilidad sobre la estructura de los ingresos y la estructura social, y al carácter crecientemente dependiente de las economías domésticas, así como de la economía del sector agropecuario en su conjunto, respecto de las transferencias realizadas por el Estado mexicano destinadas a los hogares y a los productores rurales. La familia rural del Sotavento se conserva principalmente como agrícola, anclada en la localidad y con una creciente dependencia en relacion con las políticas públicas.

				En cuanto a Ixmiquilpan, Hidalgo, si bien es una región que mantiene un perfil agropecuario definido por el carácter rural de la mayoría de las economías municipales que la integran, es posible identificar una tendencia a la terciarización económica, que avanza conforme se intensifica el fenómeno migratorio y crece el flujo de remesas, provocando que la importancia del sector primario en las economías locales disminuya paulatinamente.

				Si bien no se trata de un fenómeno homogéneo en la región de Ixmiquilpan, pues en la mayoría de los municipios —ocho de doce— aún predomina el carácter rural de sus economías, la tendencia general es a la disminución de la PEA ocupada en las actividades agropecuarias, que ha perdido peso de manera constante en todos los municipios. El comercio es la actividad más importante de la región, tanto por el número de empleos que genera como por su aporte a la producción bruta, aspecto que se explica en parte por el mayor flujo y disposición de recursos derivados de las remesas que han incidido significativamente en la dinámica y en las características del mercado regional, fomentando el desarrollo de toda una red de comercios y servicios de soporte a la economía generada por la dinámica migratoria. La diversificación del ingreso en actividades no agrícolas ha contribuido a la reducción de la pobreza en la región. La búsqueda de alternativas económicas en los mercados laborales regionales ha sido una salida parcial pero importante a la difícil situación de los pequeños agricultores y de los hogares rurales formados por jornaleros.

				Cabe destacar los casos de Tequisquiapan e Ixmiquilpan, que por su localización geográfica han podido tener acceso a mercados laborales urbanos de gran tamaño, como los de la zona metropolitana de la Ciudad de México y otras ciudades de la región centro del país. En el Sotavento, el crecimiento de las ciudades petroleras permitió una migración estacional temporal y circular, que se tradujo en la retención de la población hasta la crisis de estas ciudades.

				Teniendo en cuenta los resultados de la encuesta a hogares rurales, donde existe una proporción importante de éstos que no desempeñan actividades productivas agrícolas, se puede observar que esta situación corresponde, en términos agregados, con la misma a nivel nacional, ya que las familias rurales sin actividades productivas agrícolas, debido al crecimiento demográfico y al fin del reparto agrario, representan la mayoría de los hogares en el medio rural (H. de Grammont, 2009). 

				Existe suficiente información para saber que una parte de las estrategias de las familias rurales en general, pero particularmente de las más pobres, es buscar insertarse en los mercados de trabajo extraagrícolas, lo que es fundamental para su supervivencia, ya que sus ingresos totales dependen del nivel de los salarios y de las variables macroeconómicas que influyen sobre el empleo y los salarios. En otras palabras, el desarrollo de los mercados laborales regionales y el nivel de los salarios son factores que influyen decisivamente en el nivel de ingresos de las familias trabajadoras rurales, las cuales viven principalmente del trabajo asalariado que pueden encontrar en el ámbito local, lo que incluye pequeños negocios (tienditas), artesanías y otros oficios por cuenta propia, o vía las migraciones a nivel regional, nacional o hacia los Estados Unidos.[4] 

				Así (lo que es mostrado por los resultados de nuestra encuesta), se observa una tendencia hacia la pluriactividad como estrategia de vida en los hogares encuestados.[5] Hogares y regiones han encontrado en esa vía una salida que la agricultura no podía ofrecerles. Pero no todos la pueden usar. Activos tan diversos como la educación, la capacitación profesional, la información o la cercanía a ciudades intermedias o polos de desarrollo regional, son factores determinantes del éxito en este camino y todos están repartidos de manera desigual. 

				Los datos de nuestra encuesta indican que al menos existe un mercado de trabajo cercano (en la misma localidad o municipio de residencia) que hace posible esta situación.[6] Habría que señalar que en los casos de Tequisquiapan e Ixmiquilpan, dadas las características de conectividad derivada de su localización cercana a grandes ciudades y carreteras, esta situación permite que los jefes, en calidad de obreros o empleados, puedan desplazarse a trabajar con mayor facilidad fuera de su lugar de residencia, lo cual no ocurre en el Sotavento, pues además de que aquí no hay un número importante de hogares sin dedicarse a actividades agrícolas productivas, es mayoritario el trabajo en la misma localidad en todas las categorías ocupacionales.

				En las tres regiones de estudio, aunque con menos intensidad en el Sotavento, los miembros de los hogares rurales perciben ingresos cada vez más como asalariados y cada vez menos como productores agrícolas. Estos hogares podrían ser de hijos de productores que, dada la escasa superficie de que disponen, no pueden acceder a la tierra, o de familias de antiguos “avecindados”, o de un poblamiento reciente de otros sujetos sociales, insertos en las transformaciones de la economía regional, rural y urbana, donde el lugar de residencia rural no se define por el predominio de las actividades agrícolas.

				Para algunos autores, la transición de una ruralidad con predominio de relaciones productivas agrícolas, denominada en general como “campesina”, a otra donde ese rasgo ha disminuido, muestra los cambios profundos de una “nueva ruralidad”, lo que implicaría la transformación de la estructura productiva. Para otros investigadores, los cambios registrados serían una expresión y una profundización del sistema capitalista en la agricultura, puesto que permanece una pequeña producción campesina que en la actualidad desempeña un papel importante en la reproducción del sistema en su conjunto, que a su vez permite reproducir la fuerza de trabajo sin costo (o a menor costo en el caso de los jornaleros temporales) para beneficio del capital.[7]

				Los resultados de nuestro estudio permiten afirmar que entre los hogares rurales, en la medida en que están localizados en un espacio (localidad) rural definido por el tamaño de la población (menor de 5000 habitantes en nuestro estudio), se encuentran aquellos hogares que aún podemos conceptualizar como unidades domésticas familiares, “que bajo cualquier forma de tenencia se organizan en torno al trabajo familiar buscando maximizar los ingresos totales percibidos por la unidad productiva […] con el objeto de asegurar, ciclo a ciclo, la reproducción de sus condiciones de vida y de trabajo, o si se prefiere, la reproducción social de los productores y de la propia unidad de producción” (CEPAL, 1989). Estas unidades son las que, en términos generales, tienen una economía de “autoconsumo” —o de “subsistencia” para ciertos casos—, pero que ya no son predominantes en las regiones que hemos estudiado, donde también existen hogares con acceso a tierra con actividades productivas agrícolas que, según su capital productivo, pueden destinar parcial o casi totalmente al mercado. En ambos casos, los resultados de nuestra encuesta muestran que de manera importante estos hogares también obtienen ingresos de la venta de trabajo asalariado, con mayor proporción en los sectores no agrícolas, salvo en el Sotavento. 

				La presencia, en las localidades rurales donde se aplicó la encuesta, de numerosos hogares que no desarrollan actividades agrícolas, evidencia un tipo de unidades domésticas que se reproducen en función del trabajo asalariado en sectores económicos no agrícolas, lo cual indica una pluriactividad creciente, que no es necesariamente producto de la transformación de la economía campesina. Si bien pueden tener a los padres o abuelos inscritos en actividades productivas agrícolas, estos hogares forman unidades domésticas en función de otras relaciones económicas asalariadas, o incluso por cuenta propia, al no acceder a tierra, como también pueden ser descendientes de los hogares de los “avecindados” (los también nombrados en algunos casos “campesinos sin tierra”), transformados ahora en asalariados o trabajadores por cuenta propia no agrícolas. 

				El aumento en la complejidad de las relaciones económicas y sociales de producción en el ámbito rural indica diversas formas de realización del capital en la agricultura, cuyas especificidades se vinculan con las condiciones locales y regionales de producción (acceso a riego, tamaño de las explotaciones, tipo de tenencia, organización de los productores, capital productivo disponible, acceso a crédito, capacitación, entre otros factores), y con la trayectoria de los sistemas productivos.

				

				
					
						[1]	Más información sobre este programa en <http://ec.europa.eu/agriculture/rur/leaderplus/index_ es.htm>.

					

					
						[2]	Véase la nota 2 de la “Presentación”.

					

					
						[3]	Véase el “Anexo II. Notas metodológicas”. 

					

					
						[4]	El 93% de los ingresos monetarios totales de los hogares rurales en 2004 no era agrícola. “La nueva estructura ocupacional en los hogares rurales mexicanos”, en La pluriactividad en el campo Latinoamericano, Flacso Ecuador, 2009. 

					

					
						[5]	Nuestra encuesta registró un porcentaje elevado de hogares rurales que no tienen actividades productivas agrícolas: de los 990 encuestados, 52% (517 hogares) sólo tiene ingresos provenientes de otro sector.

					

					
						[6]	Si observamos el lugar de trabajo de los jefes de los hogares encuestados, según su categoría ocupacional, tenemos que en todas las regiones predomina el trabajo en la misma localidad, seguido por el mismo municipio. Así, de los 804 jefes que respondieron esta pregunta, 594 trabajan en la misma localidad (73.8%) y 126 en el mismo municipio (15.7%).

					

					
						[7]	Se puede consultar a Llambí y Pérez (2007); Ratier (2002); B. Rubio (2002); A.Warman (1980); A. Bartra (2006); H. de Grammont (2009); J. Boltvinik (2012). 

					

				

			

		


		
			
				Capítulo I
La problemática rural en México en perspectiva histórica: un marco de referencia para el análisis regional

				Fernando Rello y Fernando Saavedra

				La evolución de la agricultura

				Al analizar los efectos que ha tenido la liberalización sobre la economía, la sociedad rural y el crecimiento de la agricultura, conviene reconocer que estamos frente a un proceso complejo en el cual existen elementos estructurales cuyos cambios comenzaron antes de la liberalización. Ésta no hace más que agudizarlos y reforzar las tendencias preexistentes. La característica más clara de la estructura agraria mexicana es su marcada concentración. Las políticas públicas fueron las principales responsables de la formación de esta estructura asimétrica que tantas consecuencias posteriores ha tenido. En primer lugar, la reforma agraria pulverizó la propiedad agraria fundando el minifudismo, el polo pobre de la agricultura, y creando una fuente permanente de pobreza y de emigrantes. El otro, el favorecido y rico, también fue producto de una decisión de Estado: convertir a la mediana y gran propiedad en el motor económico del sector rural y encargarle la tarea de producir los alimentos y las divisas que requería el crecimiento industrial.

				La forma como se efectuó la transición agraria en México y, en particular, la manera como fue realizada la reforma agraria, son causas importantes del derrotero posterior de la agricultura y de su actual tendencia al agotamiento. En suma, el Estado mexicano hizo una reforma agraria para resolver problemas sociales y políticos pero no para crear un moderno sector de pequeños propietarios, con la fuerza económica y la capacidad productiva para dinamizar el sector agrícola de manera permanente. 

				Uno de los retos históricos de la agricultura ha sido satisfacer las necesidades de una población creciente. La dinámica poblacional del siglo XX puede diferenciarse en dos grandes etapas: de 1900 a finales de 1960, cuando el país necesita poblarse y la población se triplica (de 13.6 a 48.2 millones), y de 1970 hasta la actualidad, etapa en la cual se reconoce que la excesiva población es un problema y hay que intervenir para reducir su crecimiento; sin embargo, la inercia demográfica del pasado hace que ésta siga aumentando hasta alrededor de 112 millones en 2010, lo que significa más que una duplicación en cuarenta años.

				La distribución de la tierra y la construcción de presas que abrieron nuevas tierras al cultivo iniciaron una fase de desarrollo extensivo que logró un ritmo de aumento de la producción agrícola superior al crecimiento de la población durante el periodo 1930-1964. Otro elemento de cambio durante esta fase de desarrollo intensivo fue la aplicación de la tecnología agrobiológica moderna conocida como Revolución Verde, la cual representaba la posibilidad de pasar a otra fase de crecimiento intensivo, basada en el incremento de la productividad y menos dependencia de la ampliación de la frontera agrícola. Sin embargo, la Revolución Verde se circunscribió a las zonas irrigadas del noroeste del país y a los grandes productores. 

				Desde 1965 hay señales del agotamiento del modelo extensivo de crecimiento rural y de la incapacidad estructural de la agricultura para responder satisfactoriamente a las necesidades de la economía y de la propia sociedad rural. La producción doméstica es insuficiente para cubrir las necesidades de una población urbana creciente que demanda nuevos alimentos y comienza la etapa de aumento en las importaciones de alimentos que dura hasta la actualidad. 

				Para enfrentar la pérdida de la autosuficiencia alimentaria y un descontento social en alza, el gobierno inició, a principios de los años setenta y hasta 1982, un extenso programa de creación institucional a través del cual intervino ampliamente en los mercados. El gasto público agropecuario creció de manera sustancial. Pese a todo, este ambicioso esfuerzo gubernamental de participar directamente en el intento de impulsar la capacidad productiva del campo —el último de la historia agraria del país— no tuvo los resultados esperados y la respuesta de la producción fue insuficiente. A continuación se presentan dos razones de este fracaso.

				La respuesta del gobierno consistió en concentrar sus instrumentos de apoyo en las regiones con mayor capacidad productiva (norte de México) y en los productores empresariales y el subsector superior de los campesinos excedentarios. Los pequeños productores, que son mayoría en el país, quedaron excluidos. Además, la política consistió en aumentar los subsidios a los fertilizantes, al crédito, al agua y a otros insumos, pero al mismo tiempo se mantenían bajos los precios de los alimentos para beneficiar a los consumidores urbanos, lo cual era un desaliento para los agricultores. Los subsidios fueron capturados por los productores medios y grandes y poco por los pequeños. El resultado fue una producción de dinámica débil y un reforzamiento de la estructura agraria concentrada.

				El periodo 1983-1990 es de crisis de la economía mexicana, y comienzan a aplicarse programas de ajuste estructural y de liberalización. México llega a estos cambios con un modelo de crecimiento agrícola agotado, con una agricultura en franco proceso de desaceleración, segmentada, desigual, con más de la mitad de sus pequeños productores viviendo en condiciones de pobreza y gestionando unidades productivas con poca viabilidad económica; en suma, con una agricultura débil y una sociedad rural vulnerable.

				En términos generales, se observa un sesgo antiagrícola de la estrategia económica durante los primeros años de los programas de ajuste y estabilización, la cual no consideraba que la agricultura fuera un sector importante. El gasto y la inversión públicos, que habían sido factores importantes de crecimiento en la etapa anterior, cayeron a niveles sustancialmente menores. La inversión pública agropecuaria se redujo y el crédito agropecuario también se contrajo severamente.

				Otro intento de reforma de la agricultura, esta vez con un espíritu liberal, se llevó a cabo a partir de 1992, con una reforma del sistema de propiedad rural, el desmantelamiento de las empresas paraestatales y la aplicación de una nueva política agrícola adecuada a las directrices del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) y del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) (Téllez, 1994). Los resultados quedaron muy atrás de las expectativas de los reformadores y la agricultura siguió creciendo lentamente. 

				En 1994 se firma el TLCAN, y con ello se acelera la integración de la agricultura mexicana en los circuitos comerciales internacionales. El tratado contempló un proceso paulatino de reducción de aranceles que culminó en el año 2008, cuando todos los aranceles a los productos agrícolas desaparecieron. México reservó sus productos sensibles (maíz y frijol) para el periodo de 15 años y liberó desde el principio productos como la soya y el sorgo, en los que tiene pocas ventajas comparativas. Desde el principio, los Estados Unidos quitaron también casi todos los aranceles a las exportaciones mexicanas de hortalizas, salvo en algunos productos sensibles como el tomate. El comercio agrícola aumentó de manera sustancial, pero las importaciones de alimentos crecieron más rápidamente que las exportaciones y el saldo de la balanza comercial agrícola ha sido negativo (Puyana y Romero, 2005; Rello, 2009; Yunez-Naude et al., s. f.).

				En el periodo posTLCAN la intervención estatal sigue siendo importante, pero se da bajo modalidades diferentes que ponen el acento en las transferencias directas en lugar de los precios de garantía y el apoyo para la reconversión productiva. El gasto social compensatorio se incrementa de modo sustancial. No obstante, no existe una estrategia integral de fortalecimiento productivo del sector (Losch et al., 2006).

				El mercado de trabajo rural no genera los empleos suficientes para satisfacer la demanda de sus jóvenes. Al contrario, este tipo de empleo ha disminuido. La solución a este grave problema ha consistido en la salida del sector, la emigración y la búsqueda de empleos no agrícolas.

				En conclusión, el balance es negativo: la agricultura se muestra impotente para producir los alimentos que demanda una población en ascenso, ha dejado de ser una fuente de divisas, y tampoco representa una fuente suficiente de empleos para las nuevas generaciones de jóvenes rurales. 

				Comportamiento de los mercados rurales

				El TLCAN, como era previsible, fomentó de manera importante el comercio de productos agropecuarios entre México y los Estados Unidos. Las exportaciones de frutas y hortalizas mexicanas hacia el país del norte crecieron aceleradamente, consolidando a México como el principal proveedor de frutas y hortalizas del mercado norteamericano. Sin duda alguna, entre los principales beneficiarios del tratado se encuentran los productores, los empacadores y los exportadores de estos productos.

				Tal como se predijo en las proyecciones realizadas antes de la puesta en marcha del TLCAN,[1] aumentaron las importaciones de granos y productos básicos, en los cuales la producción nacional no tiene ventajas comparativas. La homologación de los precios domésticos con los internacionales —que fueron a la baja desde el inicio del tratado hasta 2007— pusieron en aprietos a los agricultores, cuyos costos de producción aumentaron debido a la reducción de los subsidios gubernamentales. En cambio, los subsidios recibidos por los agricultores estadunidenses aumentaron, creando un terreno de competencia comercial asimétrico en el marco de la economía globalizada. Las importaciones de trigo, soya, arroz, sorgo, maíz y leche en polvo crecieron de manera significativa, contrabalanceando los efectos positivos del aumento de las exportaciones. La balanza comercial agropecuaria ha sido deficitaria casi todos los años desde 1995. La agricultura ha dejado de ser una generadora de divisas, función que había cumplido satisfactoriamente durante varios decenios.

				El efecto precios de la liberalización y el TLCAN ha sido desfavorable para la agricultura de productos básicos. La apertura de la economía ha provocado que prevalezcan en el mercado doméstico los precios agrícolas internacionales, los cuales tuvieron una larga tendencia hacia la baja, antes de su incremento a finales de la presente década, debido al uso de biomasa como fuente de energía (FAO, 2009). Lo anterior provocó un descenso de los precios agrícolas entre 1994 y 2007, creando un clima desfavorable para el sector mayoritario constituido por los productores de granos. La producción nacional de trigo, arroz y sorgo descendió. En cambio, el maíz blanco, el principal producto agrícola y alimento popular, mantuvo sus niveles de producción. Los principales perdedores han sido los productores de granos. A quince años del TLCAN, el saldo parece más bien negativo para la mayor parte de los productores rurales. Organizaciones campesinas, reunidas bajo el lema “El campo no aguanta más”, expresaron en las calles su descontento, demandando la terminación o la modificación del tratado.

				El comportamiento de los mercados de factores actuó en detrimento de los habitantes rurales. Los mercados laborales de estos ámbitos se contrajeron y no ofrecieron los suficientes puestos de trabajo que la expansión de la población rural exigió. La población ocupada en la agricultura descendió y se perdieron 400 000 empleos en el periodo 1995-2003 (Banco Mundial, 2005). La respuesta de la población rural fue buscar trabajo en actividades no agrícolas y emigrar, sobre todo a los Estados Unidos.

				Los salarios rurales reales han descendido en todo el periodo posTLCAN, golpeando a los jornaleros agrícolas y a las familias de productores minifundistas que tienen que vender su fuerza de trabajo. Ambos representan el sector mayoritario de la agricultura mexicana. Los salarios pagados en otras actividades crecieron con más rapidez que los rurales, fomentando la salida de la agricultura, sobre todo, de la población más joven.

				Las instituciones financieras que atienden al campo son completamente insuficientes. El mercado de dinero se caracteriza por el racionamiento del crédito; es decir, existen productores dispuestos a pagar la tasa de interés vigente pero no lo pueden conseguir. Sólo los grandes productores o las agroindustrias son financiadas por la banca formal, la cual se niega a proporcionar su apoyo a los pequeños productores. Éstos tienen que recurrir a los prestamistas o a instituciones microfinancieras formales o informales, que aún son escasas en México. Las reformas hechas en el sistema de financiamiento han sido incompletas. Las fallas del mercado de crédito y la reforma financiera incompleta representan un gran obstáculo a los intentos de dinamizar la inversión, la productividad y la producción agropecuaria.

				Las instituciones de microfinanciamiento han mostrado ser instrumentos que ofrecen crédito a los pequeños propietarios y a microempresarios de una forma adecuada. No obstante, su desarrollo todavía es incipiente. La construcción de un sistema de financiamiento rural que realmente llegue a los pequeños productores es una tarea prioritaria y el microfinanciamiento podría ser una alternativa prometedora.

				 	La privatización del mercado de servicios técnicos de apoyo a los productores rurales no ha podido sustituir eficazmente al sistema estatal antes vigente. Hay demanda de estos servicios, pero la oferta es incapaz de satisfacerla. Puede sostenerse que la mayor parte de los pequeños productores carece de servicios de asistencia técnica, lo que implica una gran debilidad en un contexto en el cual las ventajas competitivas son esenciales.

				El funcionamiento de los mercados de productos se ha dado en un contexto de privatización abrupta y sin una planificación adecuada de un proceso que pasó sin mediaciones de un esquema de intervención estatal fuerte en los mercados de productos agrícolas, a otro regido del todo por las fuerzas del mercado. En este marco, se han generado nuevos procesos de concentración oligopólica dentro de cadenas agroindustriales que ya presentaban una fuerte concentración económica antes de la globalización y las reformas al sistema comercial agrícola. 

				Una característica del sistema agroindustrial mexicano es que la oferta de materias primas ha sido corta para abastecer una demanda en crecimiento, desbalance que se ha tenido que cubrir con importaciones crecientes, efectuadas por grandes empresas. El sistema de abasto bajo contratos y con diversas modalidades ha sido desarrollado por iniciativa de las grandes empresas agroindustriales, preocupadas por garantizar un abasto adecuado en calidad y precio. Sin embargo, siguen prevaleciendo las viejas formas de abasto basadas en los mercados tradicionales.

				Con el incremento del nivel de ingreso, la demanda de alimentos ricos en proteínas animales ha crecido de modo acelerado. Esto ocasiona una gran tensión en el sistema agroindustrial, el cual no puede generar la materia prima agrícola necesaria para producir proteína animal que insume grandes cantidades de proteína vegetal. La dependencia de la agroindustria mexicana con respecto al sorgo, a la soya y, en particular, al maíz amarillo, provenientes de los Estados Unidos, representa una dependencia y una potencial fragilidad.

				La mundialización de la cadena agroalimentaria de las frutas y hortalizas implicó un incremento en su producción y su productividad en una escala nunca antes vista en México. Este incremento en cultivos con mayor valor comercial en el mercado nacional y de exportación se logró a costa de: a) una degradación de los recursos naturales y humanos de las regiones productivas, que afectó a los pequeños propietarios, quienes son los que menos se beneficiaron con la producción intensiva de estos productos; b) un mayor control y beneficio de los distribuidores sobre los productores, y c) una mayor concentración en las unidades económicas de mayor escala en la producción y en la distribución. Sin embargo, los pequeños productores hortícolas no son desplazados, sino que se han ido reacomodando en sitios secundarios de esta dinámica cadena agroindustrial.

				El funcionamiento de los mercados y la segmentación rural

				Para probar desde una perspectiva global la hipótesis de que la segmentación rural ha crecido con la globalización, como parte de este proyecto se construyó un modelo de convergencia, el cual comparó la evolución del ingreso en regiones rurales de alto y bajo desarrollo económico. El análisis realizado indica que no se aprecia una disminución de las disparidades regionales en los últimos veinte años, como fruto del crecimiento económico del país. El ingreso agrícola regional mexicano de las entidades federativas ha tendido a una mayor divergencia entre las regiones de ingresos altos y bajos, lo que es indicativo de la incapacidad de la política pública para reducir las desigualdades regionales que surgen con el proceso de desarrollo. En suma, no hay convergencia sino aumento de la segmentación rural (Asuad et al., 2007).

				La razón principal de que se mantengan las disparidades económicas interregionales y en el ingreso de las familias, es la férrea persistencia de una estructura agraria totalmente injusta y polarizada, herencia de la reforma agraria y de políticas públicas que propiciaron la conservación de las notables diferencias en la apropiación de los medios para generar riqueza e ingresos. 

				En términos generales, se puede afirmar que el funcionamiento de los mercados no ha contribuido a que la estructura agraria sea más equitativa y, al contrario, ha propiciado el ensanchamiento de las disparidades y la segmentación de las siguientes maneras:

				–		El mercado de tierras ha cobrado dinamismo en los últimos veinte años y los tratos con tierra han aumentado significativamente (Robles, 2012). Las grandes disparidades entre los tratantes han provocado que los principales beneficiarios sean los medianos y grandes productores. Los ejidatarios minifundistas han descendido en número, presumiblemente emigrado y alquilado o vendido sus minúsculas propiedades. Se observa un crecimiento de la pequeña propiedad de 2 a 5 hectáreas, hecho que indicaría un nuevo proceso de consolidación de tierras.

				–		En el ámbito rural, la oferta de empleos en los mercados de trabajo ha descendido, al mismo tiempo que aumenta la demanda laboral de su población, y los salarios han caído en términos reales. Estos hechos golpean más severamente a las familias de trabajadores y minifundistas, las más pobres del país.

				–		El mercado de crédito ha reforzado las desigualdades al racionar los préstamos de forma especialmente severa a los pequeños productores rurales, los cuales tienen un muy limitado acceso al crédito. Éstos tampoco tienen un acceso adecuado al aseguramiento agrícola y a la asistencia técnica, en un contexto de riesgos, debidos a fenómenos naturales, y de creciente competencia comercial.

				–		La transición de un sistema de comercialización agrícola fuertemente intervenido por el Estado, a otro regido por los mercados y el capital privado, ha propiciado la concentración y el trato comercial asimétrico entre actores económicos altamente diferenciados en lo que respecta a su poder económico y comercial. Los vacíos dejados por las empresas estatales fueron llenados por capitales privados que tienden a concentrar la producción.

				–		Continúa el proceso de concentración económica dentro de las cadenas agroindustriales, en particular en las actividades relacionadas con la exportación, la importación y la distribución final (supermercados). Los tratos comerciales entre poderes monopsónicos y pequeños productores son asimétricos y a favor de los primeros. La agricultura de contrato representa una mejoría para estos últimos pero todavía no está suficientemente desarrollada.

				–		Los aumentos de la productividad agrícola observados en la última década no han favorecido la convergencia regional, puesto que se han concentrado en las regiones más desarrolladas que cuentan con riego, mayor inversión y relaciones más estrechas con las agroindustrias y los mercados dinámicos. Las zonas de pequeña agricultura siguen atrasándose.

				–		Las políticas agrícolas públicas han fomentado la segmentación al favorecer a los productores medios y grandes, y a las zonas agrícolas de mayor potencial productivo, que son las más desarrolladas.

				La vulnerabilidad asociada a la creciente desigualdad y al reto demográfico

				Como se ha expresado antes, México se encuentra en una situación desfavorable cuando inicia el proceso de liberalización, y no solamente en términos económicos, sino también en los sociales y ambientales. Como consecuencia de la conjunción de factores económicos, sociodemográficos, políticos y biofísicos-ambientales, considerados en perspectiva histórica, ya existían diferencias regionales importantes en el país, donde la desigualdad, la exclusión y la discriminación atraviesan las diferentes dimensiones del tejido social, para tomar cuerpo, tanto en el nivel territorial como en el social, en los grupos de población más desfavorecidos, que son excluidos por el proceso de desarrollo ocurrido.

				Ya se ha dicho que la desigualdad en el medio rural está asociada con la acción del Estado, comenzando por la generación del minifundio, la creación de la reforma agraria, y la falta de una estrategia de transformación productiva de la pequeña agricultura. Más recientemente, los principales programas públicos de apoyo a los agricultores han tenido un carácter regresivo, pues han beneficiado principalmente a los productores de mayores ingresos (Fox y Haight, 2010). Lo anterior ha reforzado la desigualdad rural. 

				 La desigualdad en la distribución del ingreso ha sido un rasgo estructural de la economía mexicana que se mantiene y que se ha robustecido con la liberalización comercial: 20% de la población más pobre recibió en 2002 sólo 3% del ingreso total, mientras que el 10% más rico concentró más de 40%. Las mediciones más recientes de la desigualdad las ha hecho el Coneval, calculando el Índice de Gini para los años 2008 y 2010. Este índice fue de 0.505 y 0.509, respectivamente, lo cual significa que la concentración del ingreso es alta en términos internacionales y que su tendencia, lejos de disminuir, aumenta.

				La desigualdad en la distribución de la riqueza y en las oportunidades de trabajo, expresada en la gran concentración del ingreso en México, provoca que el país sea muy vulnerable a los ciclos económicos y a los shocks externos que de manera reiterada golpean a la población más pobre y, más recientemente, a los sectores medios. Esta vulnerabilidad se acrecienta debido a la etapa de transición demográfica en que se encuentra el país. Se prevé un crecimiento significativo de la población joven, en edad laboral, que demandará fuentes de trabajo. El lento crecimiento de la economía mexicana hace que los nuevos puestos de trabajo sean insuficientes para la creciente demanda social, y la concentración del ingreso y la falta de oportunidades agravan este problema.

				Los procesos de diferenciación: las condiciones del medio natural, la marginación y la pobreza

				En México, el relieve montañoso con terrenos abruptos y fuertes pendientes, con valles intermontanos que contrastan con las llanuras desérticas del norte, se traduce en que son pocas las áreas adecuadas para las actividades agrícolas (65% del territorio presenta limitaciones), y sólo cerca de 30 millones de hectáreas tienen menos de 2 grados de pendiente, pero se localizan en las zonas áridas del noroeste, el norte y el noreste, donde la pluviosidad es baja. Además, 76% de la población mexicana reside en las regiones norte, centro y noroeste del país, donde la disponibilidad natural media de agua es baja y, paradójicamente, se genera 77% del PIB. En contraste, donde existe la mayor disponibilidad del agua, que es en el sureste, habita sólo 24% de la población y se genera 23% del PIB nacional.

				La frontera agrícola está sobrepasada, los suelos pierden su fertilidad, la deforestación continúa, favoreciendo la erosión, la desertificación y la degradación ambiental en general, lo que, aunado a sistemas productivos no sustentables, no solamente compromete las zonas de los pequeños agricultores, sino las de los medianos y los grandes, lo cual constituye una severa limitación a la expansión de la producción. Además, de manera significativa, México es vulnerable por su gran exposición a fenómenos naturales (sismos, ciclones, huracanes, inundaciones, sequías) y a los efectos del cambio climático global (Galindo, 2009; Olivera et al., 2012). Estas debilidades, asociadas a un capital natural en proceso de degradación y a la vulnerabilidad al cambio climático, deben ser tomadas en cuenta al trazarse escenarios futuros y definir políticas sectoriales.

				En lo que respecta a la marginación social, ésta disminuyó en el periodo de 1970 a 2000, sobre todo por los avances en educación, las mejoras en las viviendas y, en general, gracias al gasto público en el área social. Así, de las ocho entidades que en 1970 tenían muy alto grado de marginación, éstas se redujeron a cinco en 2000, y las de muy baja marginación, que eran tres entidades, aumentaron a cuatro. Un estudio indica que a pesar de que la pobreza se mantuvo alta en el periodo 2006-2008, el Índice de Desarrollo Humano mejoró ligeramente en México (PNUD, 2010).

				Sin embargo, esta reducción no significó una disminución importante de la brecha entre ambos extremos, y con ello las desigualdades regionales se mantienen. En otras palabras, hubo avances en casi todas las regiones en lo que respecta a la marginación, pero las desigualdades interregionales se mantuvieron porque no sucedió que las regiones más pobres avanzaran más rápidamente que las ricas, como hubiese sido deseable. La mayor incidencia de la marginación extrema se concentra principalmente en los núcleos de población rural indígena. Las diferencias en el IDH ponen de manifiesto la existencia de mundos distintos en México. El Distrito Federal, Nuevo León y Baja California Sur tienen un IDH similar al de la República Checa, Polonia y Croacia, mientras que Chiapas, Guerrero y Oaxaca, estados netamente agrícolas, tienen un IDH parecido a los de Bolivia y Argelia (PNUD, 2012).

				La extrema pobreza de ingreso en el campo (ingreso insuficiente para comprar una canasta básica alimentaria) aumentó de 11.2 millones en 1992 a 12.3 millones en 2010, de acuerdo con datos del Coneval. En este último año, las personas en pobreza extrema que viven en las zonas urbanas ascendieron a 8.8 millones. Estas cifran indican que el lento crecimiento económico del país y la política social no han sido suficientes para reducir la pobreza rural y que la mayor parte de las personas que sufren este tipo de lacerante situación vive en el campo.

				Las salidas: el desarrollo de las transferencias, empleo no agrícola y las migraciones 

				La economía agrícola mexicana no ha tenido el dinamismo suficiente para crear los empleos que requieren las nuevas generaciones de jóvenes rurales. La demanda de trabajo en el campo supera a la oferta y, como consecuencia, los salarios y las remuneraciones agrícolas descendieron. Ambos fenómenos provocaron que las familias rurales dejaran la agricultura y salieran a buscar empleo y oportunidades en otras actividades no agrícolas, lo que les permite obtener ingresos mayores.

				Para paliar este problema social, el gasto público en desarrollo rural creció de manera importante y contribuyó al descenso relativo de los índices de pobreza en algunos años. En particular, el gobierno ha seguido una política de transferir dinero directamente a las familias más pobres, a través de programas como Oportunidades. Las transferencias públicas han llegado de manera eficaz a la población objetivo y representan casi una cuarta parte de los ingresos de las familias rurales más pobres en algunas regiones, como las estudiadas en esta investigación. Los impactos de este programa sobre la alimentación, la salud y la educación rural han sido positivos, de acuerdo con las evaluaciones externas realizadas (Oportunidades, 2008). Sin embargo, esta política social, eminentemente compensatoria, no puede sustituir la falta de crecimiento económico ocasionada por la carencia de una estrategia de desarrollo rural.

				La migración interna interurbana tiende a ser la forma de desplazamiento predominante. La mayor proporción de los migrantes se dirigió a las ciudades medias y casi una tercera parte hacia las ciudades con más de un millón de habitantes. No obstante que la urbanización es el proceso demográfico que domina en México, aún persiste una proporción importante de población que reside en ámbitos no urbanos, ya que en 2010 16.1 millones de personas residían en localidades de 2500 a 15 000 habitantes, y 26 millones habitaban en poco más de 178 000 localidades dispersas con una población menor a 2500 habitantes. Por su parte, la corriente tradicional de los jornaleros agrícolas ha permanecido como un fenómeno recurrente que involucra a miles de familias que se dirigen a trabajar a los campos de cultivo del norte y el noroeste del país.

				La migración hacia los Estados Unidos fue en aumento de 1990 a 2005. Se estima que el número de mexicanos que viven en el vecino país del norte se incrementaba anualmente en más de 400 000 personas hasta mediados de la década pasada, de tal suerte que la cantidad de mexicanos residentes en aquella nación se calculaba en cerca de once millones en 2005; cerca de la mitad eran indocumentados. Los cambios registrados en los flujos migratorios internos, y la ampliación de las corrientes internacionales hacia los Estados Unidos, en gran medida pueden ser explicados como producto de esta etapa de crisis económica. Como información relevante, Polanski (2006) estima que hubo una pérdida de dos millones de empleos en la agricultura entre el inicio del TLCAN y principios de 2006, aunque no toda fue consecuencia del tratado.[2]

				Las transferencias privadas, en particular las remesas que envían los trabajadores mexicanos desde el país del norte, las cuales han tenido un crecimiento espectacular hasta 2008, contribuyeron a mitigar la pobreza. Las remesas rurales estimadas en dólares han crecido anualmente a una tasa de 22.5% durante el periodo 1988-2005. La participación de las remesas en el ingreso total de las familias rurales fue de 5.9% en 2002, superior a la participación de todas las transferencias públicas.

				Los cambios en las modalidades de los patrones migratorios alteran el volumen y la composición por edades de la población, provocando desequilibrios acentuados en las entidades federativas, en las regiones del país y en las ciudades, en cuanto a la demanda de servicios, la disponibilidad de fuerza de trabajo, las relaciones entre población dependiente y población en edad laboral, y entre el medio rural y el medio urbano.

				El rezago de las regiones indígenas sintetiza la incapacidad del modelo de desarrollo y de las políticas públicas actuales para cambiar la situación de la población de estas regiones, la más marginada del país (PNUD, 2004; INI/Conapo, 2002; Conapo, 2005).

				Conclusiones: cuellos de botella, vulnerabilidades y retos

				–		Los principales problemas agrícolas y rurales de la actualidad guardan una estrecha relación con una vieja pero renovada estructura agraria. Definitivamente no son resultado de la inserción de México en el proceso de mundialización. Lo anterior no significa que este proceso no haya tenido un impacto importante sobre la agricultura, sino que los problemas básicos —insuficiencia de la producción, dependencia alimentaria, poco dinamismo del empleo rural, pobreza rural y emigración— ya existían desde antes.

				–		El minifundismo, generador permanente de pobreza y de emigrantes, es el problema más difícil de resolver. Si consideramos minifundistas a los que tienen menos de cinco hectáreas, representan 59% de los productores. Están ahí desde que se realizó la reforma agraria. ¿Cuáles son sus perspectivas? No tienen una salida productiva agropecuaria, pues carecen de los recursos necesarios. Su única alternativa es encontrar un empleo fuera de la agricultura, lo cual no es sencillo porque quienes se quedan en el campo son los de más edad y menos educación.

				–		Otro problema es cómo fomentar el crecimiento de los pequeños productores con capacidad para producir un excedente, pero sin instituciones de apoyo adecuadas, con mercados imperfectos, con infraestructura fragmentaria y frente a un sistema comercial internacional asimétrico. No ha habido y no hay una estrategia de desarrollo para ellos. Frente a esta ausencia, el escenario posible es el estancamiento de esos productores en condiciones cada vez más difíciles, salvo los que logren ubicarse en nichos de mercado o asociarse con otros agentes dinámicos, como sucede con los pequeños horticultores.

				–		Los medianos y grandes productores que abastecen a la industria afrontan una situación difícil con la apertura económica: los elevados costos ocasionados por instituciones de apoyo inadecuadas y mercados imperfectos, y los subsidios que reciben sus competidores en los Estados Unidos. Los exportadores enfrentan una creciente competencia y la pérdida de dinamismo de los mercados tradicionales de exportación. Existen serias dudas sobre la posibilidad de que continúe el auge de las exportaciones mexicanas de verduras al país del norte que hizo posible el TLCAN.

				–		El gasto público agropecuario se ha mantenido en un nivel elevado pero disperso y sin una estrategia de desarrollo rural. El gasto productivo es regresivo, pues sólo beneficia a los medianos y grandes productores. El gasto social llega a los pobres rurales pero no mejora su capacidad productiva.

				–		La agricultura en México ha dejado de cumplir satisfactoriamente sus funciones en el proceso de desarrollo económico: la producción doméstica no puede satisfacer la creciente demanda interna de alimentos y materias primas, y la diferencia se tiene que cubrir con importaciones cada vez más crecientes. La capacidad generadora de divisas del sector es nula. La balanza comercial agroalimentaria es crecientemente deficitaria y todo indica que ésta será la tendencia futura. La degradación de la base de recursos naturales compromete la capacidad del sector de proveer servicios ambientales básicos.

				–		La agricultura dejó de ser un factor de arrastre de la economía mexicana desde hace ya muchos años, pero un conjunto polifacético de actividades rurales todavía absorbe una cantidad relativamente importante de la población (una cuarta parte, aproximadamente). Sin embargo, las actividades agropecuarias, con su falta de dinamismo, contribuyen cada vez menos a la generación de empleos rurales. Ya se han citado fuentes que reportan un descenso de la fuerza de trabajo rural empleada en el campo. La agricultura sigue siendo el principal empleador de los habitantes rurales pero su participación en el total del empleo rural ha descendido y otros sectores no agrícolas han ganado en importancia.

				–		La baja remuneración de las actividades agrícolas —producción y trabajo asalariado— en relación con otras actividades, genera una salida de la agricultura y una búsqueda de ingresos no agrícolas, principalmente en los mercados de trabajo de otros sectores económicos, y representa una estrategia racional que cuando es exitosa significa el mejoramiento del ingreso de las familias rurales. El crecimiento de los ingresos no agrícolas como proporción del ingreso total de las familias rurales ha sido rápido.

				–		La economía rural ha dejado de ser una fuente de empleo para los jóvenes que nacieron en ella, quienes encuentran en la emigración una salida a dicho problema. Además, debido al crecimiento del empleo informal y a la caída de los salarios reales rurales, la mayoría de los que se quedan en el campo están en la pobreza o en situaciones cercanas a ella.

				–		La pobreza rural en términos relativos ha tenido un comportamiento cíclico. Se ha acrecentado en periodos de crisis económicas, como en 1995-1996, y más recientemente en 2006-2008, pero descendió en el lapso que va de 1997 a 2006. Esta baja de la pobreza rural no se debe al crecimiento de la agricultura, sino al incremento del empleo no agrícola, a las transferencias públicas y a las remesas. En otras palabras, todos los factores que explican una salida de la pobreza rural son externos al sector agrícola.

				–		Esto implica una gran vulnerabilidad externa de la economía rural: casi todas las posibles salidas dependen de la salud de la economía estadunidense y de la política de ese país, y además del precio del petróleo. En caso de una crisis económica en los Estados Unidos, la propia economía mexicana también entraría en crisis, se reducirían los empleos en los sectores de atracción de trabajadores provenientes de las zonas rurales, y es posible que disminuya el gasto social rural, y la demanda de trabajadores y exportaciones mexicanas bajaría.

				Una manera útil de conceptualizar los problemas que se derivan de este diagnóstico es verlos como retos y desafíos por afrontar ahora y en el futuro. Los principales son los siguientes: a) el reto demográfico, b) el reto ambiental, c) el reto de la marginación y la segmentación, y d) el reto indígena.

				El desafío para la política pública y para la sociedad es enorme, porque estos retos operan en un contexto desfavorable para su solución. Existe una estructura agraria concentrada, fuertemente enraizada y con un peso específico tan grande que ha permanecido con pocos cambios a pesar de décadas de políticas públicas. Esta estructura es fuente permanente de segmentación y desigualdad.

				La mayor inserción de la economía mexicana en los circuitos económicos internacionales y la transformación de las políticas e instituciones públicas han traído consigo cambios en la organización de los mercados y en el funcionamiento institucional que no apuntan a una disminución de las desigualdades y la segmentación, sino más bien a acrecentarlas. Una política económica que finca la resolución de los problemas económicos de la sociedad en el buen funcionamiento de los mercados, que en la realidad no son libres ni perfectos, sino que están sumamente concentrados y dominados por grandes empresas, es incapaz de resolver el problema de las desigualdades.

				
					
						[1]	Un análisis de los estudios y las proyecciones de los efectos del tratado se encuentra en Rello y Pérez (1996).

					

					
						[2]	Testimonio presentado en el Senate Subcommittee on International Trade of the Committee on Finance. Washington, D. C. Sandra Polanski (2006).

					

				

			

		


		
			
				Capítulo II
Región de Tequisquiapan, Valles Centrales del estado de Querétaro: ¿integrada y ganadora?

				Christián Muñoz, Fernando Rello y Fernando Saavedra

				Introducción

				La posición geográfica de Querétaro cercana a la Ciudad de México,[1] y muy bien comunicada con el occidente del país y la frontera con los Estados Unidos, constituye uno de los principales factores que han impulsado el desarrollo regional y local. La industrialización y la consolidación de una economía urbana diversificada han sido los principales promotores de dicho desarrollo. A su vez, se ha consolidado un importante sistema regional de ciudades de variados tamaños que fungen como nodos articuladores de la economía regional con el exterior, y de las subregiones. 

				Dicho dinamismo, sin embargo, no ha sido suficiente para aminorar las desigualdades socioeconómicas y territoriales. Éstas, especialmente las segundas, continúan siendo una característica del desarrollo local. Los municipios de la Sierra Gorda, hacia el norte, y los más pobres de la porción sur del estado, participan marginalmente de los beneficios que se producen en las zonas más dinámicas de Querétaro. En estas regiones predomina la población indígena, se practica una agricultura de subsistencia —en general ganadería ovina de baja escala—, y es alta la incidencia de la migración internacional.

				La situación en los Valles Centrales de Querétaro es distinta. En esta zona, una parte del sector agropecuario tiene disponibilidad de agua, un tamaño relativamente mayor de las propiedades y mejor comunicación y transporte. Con estas condiciones, los productores privados y algunos ejidatarios con riego aseguran una buena producción de granos básicos, pasturas, forrajes, hortalizas, y productos pecuarios como carne y lácteos. Estos beneficios son principalmente para los productores privados, dadas las importantes diferencias en cuanto al capital productivo disponible, sobre todo en tierra, riego y acceso al crédito. Se incentiva así una agricultura orientada al mercado y una incipiente articulación en la cadena agroindustrial, lo cual sólo se aprovecha por algunos productores. Sin embargo, en la región también existe una importante agricultura de autoconsumo vinculada a las tierras de temporal, sobre todo de ejidatarios, cuyo perfil es semejante al de sus pares de las zonas semiáridas: unidades productivas pequeñas, de baja productividad, de baja exposición al mercado, dirigida en especial al autoconsumo.

				La economía urbana y la industria en general han propiciado la transformación del mercado de trabajo. De esta manera, la población que no tiene acceso a la tierra o no se inserta en el trabajo rural, fácilmente puede acceder a los empleos de base urbana. Esta articulación se expresa de diversas formas: con frecuencia las trayectorias laborales individuales participan de distintos mercados laborales; y, en el plano de la familia, es constante observar que sus miembros tengan múltiples inserciones laborales, unas más ligadas a la actividad agropecuaria, y otras, la mayoría, como asalariados en la industria o los servicios. Por último, a diferencia de lo que sucedió hace 30 o 40 años, la salida del sector agropecuario no implica necesariamente la emigración de las zonas rurales. Así, aunque muchas familias han perdido sus vínculos económicos con el sector agropecuario, mantienen su residencia en localidades rurales por cuestiones económicas y familiares. Estos procesos han moldeado un nuevo perfil socioeconómico de los espacios rurales, los que, actualmente, son mucho más heterogéneos que antaño, han alcanzado un tamaño medio, y su población trabaja mayoritariamente en los sectores secundario y terciario; en ellos se reside y se duerme, ya que lo permite la cercanía con los centros de trabajo industriales y urbanos.

				El dinamismo de los mercados laborales no agrícolas y las articulaciones entre éstos y el sector agropecuario han hecho posible el flujo de recursos monetarios hacia los pequeños productores agrícolas, sobre todo hacia los productores de temporal, a través del trabajo asalariado de éstos y de sus familiares. Dichos recursos, estructurados  en torno a las relaciones familiares principalmente, podría explicar en parte la persistencia de este grupo de productores agrícolas en la región. Además, la diversificación de oportunidades de empleo e ingresos ha repercutido positivamente en la calidad de vida de la población rural, lo cual significa una relativa integración a través del trabajo asalariado. 

				En los últimos años, se ha ensanchado la brecha que separa los distintos modelos de organización productiva en el sector agropecuario. Por un lado, el sector de autoconsumo ha mostrado capacidad de adaptación a pesar de sus recursos limitados.[2] Por otro, el sector privado, con una articulación a los mercados en proceso de consolidación, cuenta con una excelente dotación de activos productivos y flexibilidad para desplazarse a las actividades de alto rendimiento, como las hortalizas o los forrajes. El segundo es el que mejor ha aprovechado las condiciones abiertas por la apertura comercial y ha incursionado con éxito en los mercados internacionales, por ejemplo, exportando hortalizas, o abasteciendo a la industria de carne o leche. Los productores agropecuarios del sector privado, a diferencia de los demás, son los que participan en las cadenas productivas más consolidadas de la región. Los ganaderos lácteos, los productores de carne de ave, y los de hortalizas pertenecen mayoritariamente a este perfil. La relevancia social y económica también es altamente significativa por su contribución al producto sectorial y, en parte, al empleo generado.

				Por último, el sector ejidal también muestra cambios. Se observa un proceso de diferenciación social y productiva en las zonas de riego. En el pasado, las pautas de organización productiva ejidataria mostraban estabilidad: apego al cultivo de granos básicos (maíz, frijol y, en menor medida, forraje), escasa propensión a la adopción de nuevos cultivos, pequeña producción, posición subordinada en los mercados, dificultad para desarrollar relaciones de cooperación entre los productores, y elevada aversión al riesgo. 

				Sin embargo, en años recientes, una fracción de los ejidatarios de los municipios de los Valles Centrales, sobre todo de los que acceden al riego,  ha comenzado a modificar sus estrategias productivas. En primer lugar, la utilidad se ha convertido en el criterio económico fundamental para la toma de decisiones. En sus palabras, “la agricultura debe ser considerada como un negocio y las principales decisiones relativas a los cultivos, las inversiones, el crédito, etcétera, se toman con base en este criterio”. El segundo elemento distintivo es que estos productores han desarrollado diversas formas de organización con el fin de ganar control y poder de decisión en los mercados. Con esto no sólo mejoran el rendimiento mediante el aumento de la producción, sino que también fortalecen la posición negociadora de los ejidatarios frente a los actores económicos, o las instituciones públicas. 

				En tercer lugar, como consecuencia de lo anterior, existen crecientes incentivos para fortalecer la articulación entre las actividades ganaderas (principalmente en manos de productores privados) y las agrícolas (en manos de un sector de ejidatarios con riego y organizados) productoras de forrajes. El cambio en las condiciones económicas impulsado por la apertura comercial y la redefinición de las políticas públicas hacia el sector, en parte pero no exclusivamente, están redibujando las líneas de división entre los distintos segmentos de productores, al mismo tiempo que propician nuevas articulaciones entre ellos.

				Por último, estos cambios han ocurrido en un periodo en que las actividades agropecuarias enfrentan una intensa competencia por el control de los recursos naturales. La disputa por el suelo de uso agrícola aledaño a los centros urbanos y el acceso al agua constituyen dos de los más claros ejemplos de esta competencia.

				La región de estudio 

				Los Valles Centrales de Querétaro se integran de cinco municipios: San Juan del Río, segundo centro industrial y urbano del estado; Pedro Escobedo, importante productor de granos; Tequisquiapan, centro turístico y productor de granos; Ezequiel Montes, centro comercial y de engorda de ganado, y Colón, dedicado a la producción de forraje y maíz y  ubicado en el centro del estado (véase el mapa 2).

[image: mapa2.eps]
				Mapa 2. Estado de Querétaro. Municipios y localidades de estudio

				Fuente: elaboración propia con base en datos del INEGI.

				Características demográficas

				La población en Querétaro se encuentra en una etapa avanzada de la transición demográfica. Las mejoras en los sistemas médico-sanitarios y el aumento de la calidad de vida de la población favorecieron un descenso de la mortalidad que fue muy veloz en una primera etapa y más lento en la actualidad. Entre 1970 y 2006, la tasa bruta de natalidad pasó de 50 a 19 nacimientos por cada mil habitantes, y la mortalidad cayó de 11.7 a 4.2 decesos por mil habitantes. La caída de la natalidad se apoyó en la pronunciada reducción de la fecundidad, que pasó de 7.9 a 2.1 hijos nacidos vivos por mujer en el mismo periodo; a su vez, la caída de la mortalidad provocó un aumento en la esperanza de vida de 58.8 a 75.3 años en ese lapso[3] (véase la gráfica 1).

				[image: graf1.eps]

				Gráfica 1. Querétaro. Tasas brutas de natalidad y mortalidad, 1970-2006.

				Fuente: Consejo Nacional de Población, 2008.
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